En la ciudad de Mar del Plata, a los 17 días del mes de setiembre del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Extraordinario, para pronunciar sentencia en la causa A-1578-DO0 “PERILLI MARIA CRISTINA Y OTROS s. ACCION DE AMPARO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Mora, Sardo y Riccitelli, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. Con fecha 21-04-2009 la titular del Juzgado en lo Correccional N° 3 del Departamento Judicial Dolores dictó sentencia haciendo lugar parcialmente a la acción de amparo interpuesta por los Sres. María Cristina Perilli, Leonardo José Panzuto, Mabel Beatriz Manteiga, Domingo Chindamo, Cristina Amparo Rosa García, Jorge Osvaldo Campos, Alejandro Ricardo Dopazo, Irene Dalila Zavacki, Julieta Flora Raichman, Juan Esteban Romanik, Viviana Noemí Rattaro, Nora Alicia Stocchetti -en representación de la firma “Ferno S.A.”-, Susana Haydee Fernández, Lidia Haydee Hornos, Jorge Dietl, Hugo Eduardo Mosquera, Carlos Alberto Busser, Guadalupe Maggiani, Carlo Miguel Pagura, Enrique Fernández, María Marcela De Innocentis, José Antonio De Innocentis, Silvia Birman, Nazarena Salvo, Carlos Edgar Fernández, Inés Amalia Besanan, Nélida Inés Lima, Florinda De Lucia, Antonio Héctor Tedesco, Hilda Teresita Bustos, Alicia Dante, Delia González, Blanca Mabel Lyonnet, Alejandro Majewski, Francisco Osvaldo Rodríguez, Nélida Guadalupe Hernández, Betti Josefa Marchesani, Santos Livelli, Luisa Catalina Braggio, Liliana Cecilia Cerlianni, Carlos Marti, Karina Pons, Nora Patricia Wriedt, Sonia Dias Leite, Esteban Rodomin, Roberto Rolando Uccello, Carlos Alberto Marti, Margarita González Bermejo, Marta Andrea Guglieri, María Luisa Souza Lobo, Atanasio Dertlian, Vicente Bertel, Nadia Meloni y Marta Finochietto contra la Municipalidad de Villa Gesell, considerando inconstitucional el art. 286 de la Ordenanza municipal N° 2156/08 y disponiendo la no aplicación de la Tasa por Generación de Residuos Urbanos (art. 183 y ss.) y de la Tasa de Seguridad (art. 142 y ss.), en tanto la primera implica –junto a la Tasa de Disposición General de Residuos (art. 154 y ss.)- una doble imposición y, en cuanto a la segunda, por entender que el Concejo Deliberante se excedió en sus funciones. Impuso las costas del proceso en el orden causado (v. fs. 165/173).

II. Contra dicho pronunciamiento se alzó la accionada, mediante recurso de apelación interpuesto y fundado a fs. 236/239 (30-04-2009).

III. Los Sres. Omar Anselmo Perilli, Yanina Alegre, Cristina Perilli de Morán, Julieta Raichman y Lidia Haydee Hornos, en presentación de fs. 240/242 (que data del 30-04-2009), apelaron también la sentencia de grado.

IV. Concedidos ambos embates por auto de fecha 30-04-2009 (v. fs. 243), a fs. 243 vta. las actuaciones fueron recibidas en la Excma. Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de Dolores, quien –acogiendo el planteo efectuado por el apoderado de la accionada a fs. 256- dispuso la remisión de los autos a esta Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo por considerar que es la que resulta competente en razón de la materia para conocer del recurso deducido (v. fs. 267, res. del 19-8-2009), ordenando la remisión de la causa a la instancia de origen para su posterior elevación ante esta Alzada (v. fs. 271).

V. Recepcionadas las actuaciones con fecha 14-9-2009 (cfr. fs. 274), este Tribunal se declaró competente para entender como alzada en los recursos deducidos contra la sentencia de fs. 166/173 (v. fs. 278/281, 11-03-2010), corriendo traslado a la parte actora de los fundamentos de la apelación de fs. 236/239, así como también a la accionada del embate obrante a fs. 240/242, el que fue contestado por esta última a fs. 283.

VI. Puestos los autos al Acuerdo para Sentencia (v. fs. 294), corresponde plantear las siguientes:

CUESTIONES

1. ¿Corresponde declarar inadmisible el recurso de apelación deducido por los Sres. Omar Anselmo Perilli y Yanina Alegre a fs. 240/242?

2. ¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada a fs. 236/239?

3. ¿Es fundado el recurso de apelación incoado por las coactoras Cristina Perilli de Morán, Julieta Raichman y Lidia Haydee Hornos a fs. 240/242?

A la primera cuestión planteada, el señor Juez Dr. Mora dijo:

Me inclino por dar respuesta afirmativa a este interrogante.

1. Como punto de partida cabe señalar que si bien el embate deducido fue concedido por la juez de grado (v. fs. 243) -a quien corresponde dicha tarea-, ésta es complementada luego con el más exhaustivo examen de admisibilidad que debe practicar la Alzada conforme las normas en juego (cfr. argto. doct. esta Cámara, causas P-335-BB1 “Asociación Médica de Bahía Blanca”, res. del 22-V-2008; R-361-MP1 “Sosa”, res. del 03-VI-2008, G-941-NE1 “Web 21”, res. del 23-IX-2008, entre otras).

Siendo el Tribunal de Alzada –entonces- el juez del recurso ordinario, entre sus innegables facultades se cuenta la de constatar, por ejemplo, si éste fue interpuesto en término, si la resolución es apelable, la legitimación o el interés de quien recurre, entre otras circunstancias, sin estar atada ni por lo resuelto por el juez a quo ni por lo acordado por las partes (conf. doct. S.C.B.A. causa C 89.863 “Bunge”, sent. del 28-V-2008; esta Cámara causa P-877-DO1 “Victorio Américo Gualtieri S.A.”, res. del 9-IX-2008, V-1313-DO1 “Massenzio”, res. de 19-III-2009; V-1276-NE1 “Bal Bor S.A.”, res. del 11-VI-2009). Así, entre las mentadas potestades se incluye –necesariamente- la de examinar si con respecto a los recursos concedidos se ha cumplido con los recaudos procesales que la ley impone, sin que precluya tal facultad por la circunstancia que el juez de primera instancia así lo hubiese considerado (cfr. doctr. Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Dpto. Judicial Mar del Plata, Sala II in re “Sendra”, res. de 15-11-2001).

2. Lo expresado anteriormente permite constatar que -en la especie- el recurso de apelación articulado por los Sres. Omar Anselmo Perilli y Yanina Alegre resulta formalmente improcedente, en tanto fue interpuesto por quienes carecen de legitimación procesal suficiente para intervenir en las presentes actuaciones, en virtud de lo dispuesto a fs. 35/38.

Tal resolución de la magistrada de la instancia -que se encuentra firme y consentida por falta de oportuno ataque- ha importado negarle a los interesados la calidad de parte en el pleito, lo que los priva –consecuentemente- de la posibilidad de impugnar el fallo en crisis, correspondiendo declarar la inadmisibilidad formal del recurso de apelación traído por ellos a esta instancia.

Así, a la primera cuestión planteada voto por la afirmativa.

Los señores Jueces doctora Sardo y doctor Riccitelli, con idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Mora votan a la primera cuestión planteada por la afirmativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Mora dijo:

I.1. El a quo dictó sentencia haciendo lugar parcialmente a la acción de amparo interpuesta por los Sres. María Cristina Perilli, Leonardo José Panzuto, Mabel Beatriz Manteiga, Domingo Chindamo, Cristina Amparo Rosa García, Jorge Osvaldo Campos, Alejandro Ricardo Dopazo, Irene Dalila Zavacki, Julieta Flora Raichman, Juan Esteban Romanik, Viviana Noemí Rattaro, Nora Alicia Stocchetti -en representación de la firma “Ferno S.A.”-, Susana Haydee Fernández, Lidia Haydee Hornos, Jorge Dietl, Hugo Eduardo Mosquera, Carlos Alberto Busser, Guadalupe Maggiani, Carlo Miguel Pagura, Enrique Fernández, María Marcela De Innocentis, José Antonio De Innocentis, Silvia Birman, Nazarena Salvo, Carlos Edgar Fernández, Inés Amalia Besanan, Nélida Inés Lima, Florinda De Lucia, Antonio Héctor Tedesco, Hilda Teresita Bustos, Alicia Dante, Delia González, Blanca Mabel Lyonnet, Alejandro Majewski, Francisco Osvaldo Rodríguez, Nélida Guadalupe Hernández, Betti Josefa Marchesani, Santos Livelli, Luisa Catalina Braggio, Liliana Cecilia Cerlianni, Carlos Marti, Karina Pons, Nora Patricia Wriedt, Sonia Dias Leite, Esteban Rodomin, Roberto Rolando Uccello, Carlos Alberto Marti, Margarita González Bermejo, Marta Andrea Guglieri, María Luisa Souza Lobo, Atanasio Dertlian, Vicente Bertel, Nadia Meloni y Marta Finochietto contra la Municipalidad de Villa Gesell, considerando inconstitucional el art. 286 de la Ordenanza municipal N° 2156/08 y disponiendo la no aplicación de la Tasa por Generación de Residuos Urbanos (art. 183 y ss.) y de la Tasa de Seguridad (art. 142 y ss.), en tanto la primera implica –junto a la Tasa de Disposición General de Residuos (art. 154 y ss.)- una doble imposición y, en cuanto a la segunda, por entender que el Concejo Deliberante se excedió en sus funciones. Impuso las costas del proceso en el orden causado (v. fs. 165/173).

Luego de relatar los antecedentes de la causa, manifestó –al dar tratamiento a lo planteado respecto del art. 286 de la Ordenanza cuestionada- que el control de constitucionalidad difuso se encuentra consagrado en el art. 43 de la Constitución Nacional.

Sostuvo que con el artículo mencionado se violó el principio de legalidad o reserva de ley, al delegar en el Poder Ejecutivo facultades que son propias del Concejo Deliberante de Villa Gesell, de acuerdo a lo previsto por los arts. 103 inc. 2° y 45 de la Constitución Provincial y 29, 52, 76 y 99 inc. 3° de la Carta Magna Nacional. Citó jurisprudencia de la C.S.J.N. en sentido concordante con sus dichos.

En punto a la confiscatoriedad, apuntó que es un concepto que sólo puede ser definido a partir de una cuestión de hecho, efectuando una comparación con algún parámetro ajeno al simple aumento del tributo (vgr. el valor de la propiedad o el valor de la renta que produce el inmueble), lo que no se observa –agregó- ni del escrito de demanda ni de la prueba aportada.

Adunó a lo expuesto que los demandantes no mencionan –ni tampoco lo hace el perito oficial- en qué proporción los afectó el incremento, limitándose a referirse a los porcentajes de aumento respecto al año anterior a la vigencia de la nueva Ordenanza.

Entendió que debe ser examinada de modo particularizado la cuestión atinente a si esos porcentajes son desproporcionados o confiscatorios respecto al incremento que tuvo el valor o la renta de los inmuebles, excediendo ello el ámbito de la acción intentada.

Explicó que surge de las constancias de la causa que el incremento se produce en módulos, manteniéndose el valor del módulo en pesos uno ($ 1,=). De allí dedujo el modo utilizado por la Administración para adecuar los tributos a los nuevos costos, tanto de los servicios como del valor de la propiedad.

Agregó que la actora tampoco acreditó que el monto del tributo fuera desproporcionado respecto al servicio, cuando la carga de la prueba de la confiscatoriedad debe recaer en quien la alega.

Respecto a la diferencia en la imposición según las zonas geográficas, puntualizó que además de los principios de razonabilidad y proporcionalidad, en un estado democrático y de derecho ha de tenerse presente también el principio de solidaridad, no habiéndose acreditado en la especie en qué consiste la irrazonabilidad ni demostrado la arbitrariedad en la rezonificación que impone la norma atacada.

Aludió que en la pericia obrante en el anexo de prueba de la parte actora, el perito pone en duda si existe en algunos casos doble imposición tributaria, ello en tanto se toma como base imponible para distintas tasas el valor de la propiedad y no el costo del servicio. Transcribió un precedente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación relacionado con el principio de solidaridad a fin de dar respuesta a los interrogantes planteados por el perito.

Seguidamente, se abocó al análisis de las tasas que –según los actores- se superponen, argumentando que en cuanto a la tasa de alumbrado barrido y limpieza, tasa de disposición final de residuos y tasa de generación de residuos el servicio varió notablemente y el destino final de los residuos produce mayor erogación que la simple recolección y abandono en un “basural”, lo que merece un mayor aporte por parte de la sociedad, que puede realizarse con un aumento proporcional al incremento del costo del servicio o con la creación de un nuevo servicio.

En este orden de ideas, explicó que el Concejo Deliberante de Villa Gesell entendió que era más adecuada la segunda opción, decisión política que no es materia de control judicial, más allá de su acierto o desacierto.

Apuntó que no puede compararse la histórica tasa de recolección de residuos e incluir en ella, con los mismos valores relativos, un servicio que se ha profundizado y que produce una mayor erogación fiscal, considerando –por tal razón- que no existe doble imposición entre la tasa de alumbrado, barrido y limpieza y la tasa de disposición final de residuos.

Postuló, en cambio, que sí existe tal doble imposición para los comercios, industrias y actividades asimilables a tales, entre la tasa de generación de residuos y la tasa de disposición final de residuos, en tanto se tiene como hecho imponible para el mismo sujeto tanto la posesión del inmueble como la actividad comercial, siendo igual el servicio que se presta. Refirió que con esta doble imposición se viola el principio de razonabilidad e igualdad, atento la diferencia de porcentajes dispuestos.

Respecto de la tasa de seguridad, destacó que –de acuerdo a la prueba acompañada- hasta la interposición de la demanda no se había efectivizado el servicio, considerando que asiste razón a la actora en cuanto a que el Cuerpo Deliberativo se excedió en sus funciones al imponer una tasa por un servicio inexistente.

Expuso que no le correspondía expedirse sobre la doble imposición que la accionante considera respecto a la Coparticipación Provincial, pues –adujo- ello es materia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia.

En punto a la tasa de salud, entendió que el Concejo Deliberante no se ha excedido en sus funciones, toda vez que la mentada tasa de salud está prevista en el artículo 25 de la L.O.M. y el Hospital es Municipal.

Finalmente, respecto de la incidencia de la ley de Coparticipación Provincial y la Ley Convenio, reiteró que conforme lo establecido por el art. 161 de la Constitución Provincial no corresponde a la competencia de los jueces ordinarios la resolución de conflictos de esta índole.

2. En el escrito recursivo de fs. 236/239 la parte demandada plantea –en primer término- la nulidad de la sentencia, en tanto no resuelve cuestiones esenciales y no se formaliza de acuerdo a lo establecido por el art. 168 de la Constitución Provincial y 296 del C.P.C.C.

Aduce que se ha omitido el tratamiento de cuestiones esenciales que fueron planteadas en tiempo y forma, tales como la improcedencia de la vía del amparo, caducidad y excepcionalidad de la vía y la falta de acreditación de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, no justiciabilidad de la materia.

Expone que no puede negarse entidad jurídica a tales planteos y que si nada se dice a su respecto se afecta el derecho de defensa en juicio.

Subsidiariamente, se agravia del fallo en crisis en cuanto entiende que: i) existe una doble imposición para los comercios, industrias y actividades asimilables entre la tasa de generación de residuos urbanos y la tasa de disposición final de residuos; y ii) el Cuerpo Deliberativo se ha excedido en sus funciones al imponer una tasa sobre un servicio inexistente (seguridad).

Respecto del primer punto de su crítica, puntualiza que en los presentes autos no se encuentra acreditada la triple identidad de los siguientes elementos: 1) unidad de sujeto activo; 2) unidad de sujeto pasivo; y 3) unidad de causa o hecho imponible, agregando que cuando hay doble imposición jurídica se da también la económica, pero no siempre que exista ésta se configura aquélla.

Concretamente, expone que en cuanto a la tasa de generación de residuos urbanos y la tasa de disposición general de residuos, no se da la identidad de unidad de sujeto pasivo ni la unidad de hecho imponible, ello así en tanto –de un lado- el sujeto obligado al pago del servicio de disposición general de residuos es el propietario del inmueble, mientras que el obligado al pago de la tasa de generación de residuos urbanos es el comerciante que no necesariamente es el titular del inmueble y –de otro- el hecho imponible en esta última tasa es la generación “extra” en mayor cantidad al promedio normal y habitual del resto de la comunidad y cuyo origen es comercial.

En otro orden de ideas, destaca que la doble imposición no es por sí sola una situación prohibida en la Argentina, salvo en los casos en que sea confiscatoria o atente contra la Ley de Coparticipación Federal o Convenio Multilateral, habiendo el sentenciante efectuado una arbitraria interpretación de la prueba que descalifica el acto jurisdiccional.

En punto a la tasa de seguridad, aclara que es razonable y necesario que previo a prestar el servicio de seguridad administrativa se cuente con la tasa que permita generar los recursos para realizar las inversiones a fin de lograr el cometido, ya que de lo contrario la Administración Municipal estaría desviando partidas presupuestarias.

Considera que yerra el magistrado de la instancia al establecer que para crear una tasa debe indefectiblemente estarse prestando el servicio, descalificando –también en este punto- el pronunciamiento apelado.

Pone de resalto que constituye una decisión política del Intendente de la Municipalidad de Villa Gesell colaborar con la seguridad ciudadana, lo que se está cumpliendo con resultados satisfactorios.

Solicita se conceda el recurso con efecto suspensivo, así como una medida para mejor proveer para el caso de que esta Alzada considere necesario acreditar la prestación del servicio de seguridad municipal.

II. Estimo que el recurso debe prosperar parcialmente.

1. De una minuciosa lectura del memorial de agravios de fs. 236/239, observo que la crítica allí esgrimida se dirige -en primer término- a peticionar la declaración de nulidad de la sentencia de la instancia, a partir de la falta de tratamiento de ciertas cuestiones que, habiendo sido oportunamente planteadas al presentar el informe circunstanciado, resultan esenciales para la solución del presente (vgr. la improcedencia de la vía del amparo, caducidad, excepcionalidad de la vía, la falta de acreditación de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, la no justiciabilidad de la materia), y -subsidiariamente- a cuestionar la parcela del fallo que dispone que: i) existe una doble imposición para los comercios, industrias y actividades asimilables en lo que refiere a la tasa de generación de residuos urbanos (arts. 183 y ss. de la Ordenanza 2156/08) y a la de disposición general de residuos (arts. 154 y ss. de esa norma); ii) la imposición de la tasa de seguridad conlleva un exceso en el ejercicio de las funciones del Cuerpo Deliberativo en tanto grava un servicio inexistente.

2. Contemplando tal panorama, corresponde, por una cuestión de orden lógico, dilucidar la primera cuestión planteada, vinculada con la denuncia del absoluto silencio que habría guardado el a quo respecto de los expresos, concretos y precisos planteos –obstativos al progreso de la acción- que fueran articulados por la accionada en el informe circunstanciado previsto por el art. 10 inc. 1° de la ley 13.928 (también receptado anteriormente -aunque con distinta redacción- por el artículo 10 de la ley 7166).

Ponderando el contenido del escrito de fs. 66/82 advierto que las defensas que el Municipio de Villa Gesell considera omitidas en el fallo en crisis fueron vertebradas –en aquella oportunidad- sobre la base de las siguientes argumentaciones de orden fáctico y jurídico: (a) la incompetencia del juzgador de grado para conocer y resolver acerca del cuestionamiento de constitucionalidad efectuado respecto de la Ordenanza 2156/08; (b) la improcedencia de la vía del amparo, motivada –de un lado- en la extemporaneidad de su interposición, en tanto operó el plazo de caducidad previsto por el art. 6 de la ley 13.928, y –de otro- en la inidoneidad del remedio intentado para impugnar directamente la inconstitucionalidad de la norma atacada, requiriéndose una mayor amplitud de debate y prueba que la que permite la acción de amparo promovida; y (c) como consecuencia de lo anterior, la falta de acreditación de la existencia de un acto manifiestamente arbitrario o ilegítimo de su parte que justifique la procedencia de la acción intentada (v. fs. 66/70 vta.).

Tales planteos defensivos de la accionada recibieron su pormenorizado tratamiento en el pronunciamiento de fs. 83/84 (10-10-2008), por el que la magistrada de la instancia resolvió –en lo que aquí interesa- rechazar el planteo de incompetencia formulado y declarar la viabilidad del remedio incoado, con sustento en los siguientes argumentos: i) el art. 161 de la Constitución Provincial no impide a los jueces de grado resolver acerca de la inconstitucionalidad de las normas; ii) los treinta (30) días previstos por la ley para que opere el plazo de caducidad se cumplieron el día 22-09-2008, ello sin contar los dos días de suspensión de términos en el Departamento Judicial de Dolores; iii) la urgencia de la vía elegida fue demostrada por la parte actora con las boletas con las que se hizo exigible -a partir de su fecha de vencimiento- el pago de las tasas cuestionadas; iv) los accionantes no han solicitado una actividad probatoria de tal amplitud que impida la vía elegida; y v) no se observa prima facie la ausencia de acreditación del recaudo de arbitrariedad e ilegalidad manifiesta.

La mentada resolución, más allá de lo oportuno o inoportuno de su dictado, se encuentra notificada a la accionada (v. oficio glosado a fs. 87), no habiendo sido objeto de recurso alguno por su parte, quedando entonces firme a su respecto por falta de cuestionamiento oportuno. De ahí que mal puede ahora solicitar se declare la nulidad del fallo de fs. 166/173, apontocada en una supuesta omisión de tratamiento de cuestiones esenciales, cuando sus planteos fueron resueltos en aquella resolución anterior firme y consentida y en relación a la cual ha operado el principio de preclusión.

Es que, en aquellos supuestos en que se ha decidido un tema determinado que no mereciera oportuno ataque de las partes, éste no puede ser modificado ulteriormente, al haber precluído la respectiva etapa procesal (cfr. doct. Excma. Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial La Plata, Sala III in re “Latorre”, sent. de 15-II-2007). De tal modo –y como ocurre en la especie-, si una providencia no es más que una consecuencia directa de otra anterior que se encuentra firme, el recurso de apelación deviene improcedente puesto que la dictada en segundo término no incorpora puntos de agravios que no sean los ya consentidos en el pronunciamiento anterior (cfr. doct. Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial de Mar del Plata, Sala II in re “Carino”, res de 20-V-2008).

Así, cuando media conocimiento y silencio nace la preclusión (cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 83.124 “Gómez”, sent. de 5-III-2003), de lo que se sigue que infringe aquel principio de orden procesal la sentencia que altera una resolución judicial anterior firme (cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 74.333 “Cellini”, sent. de 5-III-2003).

De ello cabe concluir que esta Alzada no se encuentra habilitada para ingresar al análisis del planteo de nulidad incluido en la pieza recursiva (v. capítulo II, fs. 236 y vta.), pues de así proceder, entraría en la revisión de un pronunciamiento anterior que ha quedado firme y consentido (argto. arts. 18 de la Constitución Nacional; argto. doct. esta Cámara causa “P-426-MP1 “Pesquera Don Pascual S.A.”, sent. del 18-IX-2008; C-1343-DO1 “Fahey”, sent. del 18-III-2010).

3. Sorteado el precedente agravio, es menester abordar los cuestionamientos del recurrente que persiguen demostrar el error de juzgamiento en el fallo atacado.

a. Con tal propósito, me abocaré a esclarecer si -tal como lo entendió el a quo- se patentiza en la Ordenanza 2156/08 (Código Tributario de la Municipalidad del Partido de Villa Gesell) un supuesto de doble imposición tributaria entre la Tasa por disposición final de residuos (Título VIII, arts. 154 y ss.) y la Tasa de generadores de residuos (Título XI, arts. 183 y ss.) o si, por el contrario, asiste razón a la Comuna accionada en cuanto niega la configuración de tal yuxtaposición.

Ante ello, resulta pertinente efectuar el análisis de la referida Ordenanza, recordando que su artículo 154 establece que el hecho imponible de la Tasa por disposición final de residuos lo constituye “la tenencia o posesión de inmuebles por cualquier título ubicados en el Partido de Villa Gesell” (art. 154), erigiéndose como responsables o sujetos pasivos de la gabela a los propietarios de los inmuebles urbanos, extra urbanos y rurales situados en tal Partido (art. 158), la que se abonará –en doce cuotas mensuales, iguales y consecutivas- (art. 156).

Por su parte, el artículo 183 dispone para la Tasa de generadores de residuos que “[p]or los Servicios de Recolección de Residuos en comercios, industrias y actividades asimilables a tales, aún cuando se trate de Servicios Públicos que se desarrollen en locales, establecimientos u oficinas, se abonarán los impuestos fijados de acuerdo a las normas establecidas en éste Título…”, fijándose como responsable a toda persona física o jurídica titular de los comercios, industrias y servicios alcanzados (art. 186), los que deberán abonar el gravamen –previa inscripción como contribuyente- de acuerdo a la siguiente clasificación: i) los restaurantes, bares, confiterías, balnearios, boites, discotecas, café concert o similares, hoteles, apart hoteles y cabañas, estaciones de servicio, camping, supermercados, autoservicios, mercados, aserraderos y distribuidoras, en un diez por ciento (10%) de la Tasa por Inspección de Seguridad e Higiene; y ii) el resto de las actividades, en un cinco por ciento (5%) de dicha Tasa (arts. 184, 185 y 187).

De la lectura de la normativa precedentemente transcripta no advierto que el Municipio de Villa Gesell –ente político con competencia para crear impuestos o contribuciones de mejoras (arts. 123 de la Carta Magna Nacional, 193 inc. 2° de la Constitución Provincial y 29 del Dec. ley 6769/58)- haya cometido un abuso en el ejercicio de sus atribuciones, gravando dos veces, con dos gabelas diferentes, una misma situación susceptible de generar el tributo.

Repárese que, además de que el elemento justificante de la pretensión tributaria quedaría configurado por la prestación de servicios municipales diferentes (en un caso, la recolección de residuos y, en el otro, su disposición final –tratamiento-), ambas tasas divergen en cuanto a que la Tasa por disposición final de residuos tiene en cuenta la propiedad inmobiliaria de un sujeto, mientras que la Tasa por generación de residuos recae sobre quienes son titulares (personas físicas o jurídicas) de una actividad lucrativa de tipo comercial, industrial o asimilable a tales, que se desarrolle en locales, establecimientos u oficinas y que, por tal, dé lugar a la producción de material excedente inservible.

Por otra parte, coadyuva a descartar la configuración de la hipótesis de doble imposición la circunstancia de que, a partir de las previsiones de la norma, se evidencia que la base de cálculo utilizada por la Comuna para determinar el valor de ambas cargas también se atiene a parámetros diferenciados. Ello así por cuanto la tasa de disposición final de residuos consiste en un importe fijo que se establece en sesenta (60) módulos anuales por cada unidad contributiva del Partido de Villa Gesell, los que se aplican a los coeficientes fijados para cada zona (art. 155 y 157 Ordenanza 2156/08), en tanto que la tasa consagrada en el título XI (generadores de residuos) se calcula en función de determinados porcentajes respecto de la Tasa por Inspección de Seguridad e Higiene la que –a su vez- se fija en un veinte por ciento (20%) de la Tasa por Habilitación de comercios e industrias, cuyo valor responde a una clasificación en función de la actividad desarrollada y la superficie cubierta o semicubierta del inmueble afectado a dicha actividad (arts. 165, 166 y 178).

En tal contexto, y partiendo de la premisa que establece que la declaración de inconstitucionalidad de las normas generales comporta un acto de suma gravedad que debe ser considerado como última ratio del ordenamiento jurídico (cfr. doct. S.C.B.A. causas Ac. 87.787 “C.,S.”, sent. de 5-III-2006; B. 60.192 “Massuh S.A.”, sent. de 5-IV-2006), y que debe ejercerse sólo cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 59.399 “Navarro”, sent. de 20-VI-2007 –del voto del Dr. Soria-), no logro advertir que se verifique en la especie un supuesto de superposición indebida entre los gravámenes analizados, violatorio de los principios de razonabilidad e igualdad, en la medida en que no se percibe identidad de fines entre ambas tasas, lo que me convence de la atendibilidad del agravio blandido por la demandada sobre el punto.
Y en nada modifica lo dicho las conclusiones vertidas por el perito contador oficial Gustavo Martín Ayala en el informe obrante en el “anexo de prueba actora”, en tanto –de un lado- sus consideraciones resultan poco concluyentes en punto a la existencia de doble imposición respecto de las tasas particularmente aludidas y –de otro- ha efectuado sus manifestaciones sobre el tópico reconociendo –con carácter previo- que resulta función propia del órgano jurisdiccional pronunciarse al respecto.

b. Despejado lo anterior, resta finalmente evaluar la tercera crítica efectuada por el Municipio, tendiente a descalificar la parcela del fallo en crisis que resolvió la no aplicación de la tasa de seguridad, en tanto su imposición denota un exceso en el ejercicio de las funciones del Cuerpo Deliberativo al gravar un servicio inexistente.

Adentrándome en el análisis de la cuestión, cabe precisar que en el marco de la Ley 13.482 de “Unificación de las normas de organización de las policías de la provincia de Buenos Aires”, que armoniza y unifica de un modo sistemático y congruente el conjunto normativo vigente en la materia (vgr. la anterior ley 13.210 sobre Policías Comunales y su Decreto Reglamentario N° 2419/04, entre otras), se organizaron las distintas Policías de la provincia de Buenos Aires en distintas áreas, quedando comprendidas las Policías de Seguridad Comunal en el Área de las Policías de Seguridad (v. art. 2 inc. 1° apartado “b” de la ley mencionada).

En tal esquema, la ley precisa –entre otras cuestiones- que tales Policías Comunales si bien mantendrán su dependencia orgánica con la autoridad de aplicación, dependerán funcionalmente del Intendente de cada municipio del interior de la provincia involucrado [esto es, aquellos cuya población no exceda de los setenta mil (70.000) habitantes y que adhieran a la ley mediante convenio que suscribirá el Intendente y que entrará en vigencia luego de ser ratificado por ordenanza municipal], quien diseñará las políticas preventivas y las acciones estratégicas, impartiéndolas al jefe de dicho Cuerpo para el desempeño de la fuerza policial (v. arts. 56, 57, 58 y 59, ley 13.482).

Con relación al apoyo financiero y asignación de recursos, el art. 79 de la ley establece que “… [l]os apoyos financieros, logísticos y humanos que asigne el intendente para el ejercicio de la conducción operativa serán coordinados con la autoridad de aplicación, quien regulará la cantidad, calidad, tipo y prioridades de los mismos…”, pudiendo los municipios incorporar –previo acuerdo con la mentada autoridad- bienes de capital que ingresarán en comodato al patrimonio de la provincia de Buenos Aires para su afectación al uso exclusivo de la Policía Comunal de Seguridad de su distrito.

Por su parte, el artículo 80 dispone que “… [l]os recursos económicos, materiales y humanos que se le asignarán a cada municipio, se determinarán al suscribir el convenio en función de los actuales recursos, la cantidad de habitantes, la superficie territorial y el índice de criminalidad. Los recursos serán revisados anualmente en la oportunidad de formularse el presupuesto provincial por ambas partes…”.

Así entonces, y sin perjuicio de los fondos que se transferirán a cada Comuna para afrontar los gastos de sueldos, horas extraordinarias, combustible, mantenimiento y reparación de vehículos, entre otros (art. 86), una armónica interpretación del cuerpo legal referido –dentro del acotado marco cognoscitivo propio de la acción intentada- me convence que no puede desconocerse la facultad que ostentan los municipios bonaerenses implicados para crear y exigir el pago de una tasa exclusivamente tendiente a afrontar los gastos que se ocasionen con motivo de la aplicación del presente régimen.

Válido resulta –de ese modo- que en el ejercicio de la mentada potestad municipal se haya introducido una Tasa de Seguridad tendiente a retribuir los “servicios de funcionamiento y conservación del Sistema Municipal de Seguridad del Partido de Villa Gesell y/o asistencia al sistema de seguridad provincial” (arts. 142 y 144 de la Ordenanza N° 2156/08), y cuyo hecho imponible lo constituye la tenencia o posesión de inmuebles por cualquier título ubicados en el Partido de Villa Gesell.

A tenor de lo anterior, bien puede expresarse que –a diferencia de lo sostenido por el a quo- el Cuerpo Deliberativo comunal no incurrió en exceso alguno en sus funciones ya que, habiéndose adherido a “Ley de Policía Comunal de Seguridad” -según así surge del art. 1° de la Ordenanza 2129 (04-01-2008)-, ejecutó una serie de actos direccionados al cumplimiento de sus fines [vgr. cesión en comodato gratuito a favor de la Policía de la Provincia de Buenos Aires de un predio alquilado por la comuna (v. fs. 18/20 del expte. admin. n° 002266/08, anexo de prueba demandada); gestión para la instalación de un sistema de cámaras de seguridad (v. expte. 004592/08 del anexo referido); designación del Director de Seguridad], lo que permite aseverar que la postura de la Municipalidad de Villa Gesell de exigir la gabela en cuestión no contraría el requisito fundamental desde antaño predicado respecto de las tasas, como es que al cobro de dicho tributo debe corresponder siempre a la concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio referido a un bien o actividad del contribuyente (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 234:663; 236:22; 251:222; 259:413; 312:1575; 325:1370; 329:792; in re L. 1303 L. XLII. “Laboratorios Raffo S.A. c/ Municipalidad de Córdoba”, sent. de 23-VI-2009 –del dictamen del Procurador General-), resultando sus argumentos eficaces para lograr revertir el temperamento adoptado en esta parcela por la juez de grado.

III. Si lo expuesto es compartido, habré de proponer al Acuerdo acoger parcialmente el recurso de apelación deducido por la parte demandada a fs. 236/239 y, en consecuencia, revocar la sentencia de grado en cuanto dispuso la no aplicación de la Tasa por Generación de Residuos Urbanos (art. 183 y ss.) y de la Tasa de Seguridad (art. 142 y ss.).

Las costas de alzada deberían imponerse en el orden causado por no mediar contradicción (argto. arts. 5 y 19 ley 13.928 y 68, 2da. parte del C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, voto la segunda cuestión planteada por la afirmativa.

A segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo: 

Aunque sin disentir en cuanto a la solución propuesta por el distinguido colega preopinante, habré de brindar -tanto en lo que se refiere al examen relativo a la supuesta doble imposición tributaria entre las Tasas de Generadores de Residuos y de Disposición Final de Residuos como a la pretendida inaplicabilidad de la Tasa de Seguridad- diversas razones a las esgrimidas en el voto precedente.

Ello no obstante, doy mi completa adhesión a lo juzgado por el magistrado ponente en los apartados II (puntos 1 y 2) y III (segundo párrafo) de su voto.

I.1. Liminarmente, y a los fines de efectuar una conceptualización precisa del instituto tributario en cuestión, cabe recordar que la tasa es toda prestación obligatoria, en dinero o en especie, que el Estado en ejercicio de su poder de imperio, exige en virtud de ley por un servicio o actividad estatal que se particulariza o individualiza en el obligado al pago (cfr. García Vizcaino, Catalina, “Derecho Tributario”, Tomo I, Ed. Depalma, 2° ed., Buanos Aires 1999, pág. 99 y ss.). Tal servicio tiene carácter de divisible por estar determinado y concretado en relación con los individuos a quienes atañe, pues la prestación que da origen a la tasa debe estar particularizada en el sujeto pasivo (cfr. Jarach, Dino “Finanzas públicas y Derecho Tributario”, Ed. Cangallo, Buenos Aires 1993, pág 234 y ss.; Pérez Royo, Fernando, “Derecho Financiero y Tributario”, Parte General, Ed. Civitas, Madrid 2000, pág 113).

La tasa es una contraprestación pecuniaria establecida de modo coactivo por un servicio brindado por la Administración y su presupuesto de hecho consiste en una situación que determina o se relaciona –necesariamente- con el desenvolvimiento de una actividad del ente estatal direccionada en forma individualizada al contribuyente (cfr. Spisso, Rodolfo, Naturaleza Jurídica de las Tasas Municipales, en AA.VV., Derecho Tributario municipal”, Ed. Ad-Hoc, Bs. As., pág. 193); doct. S.C.B.A causa I. 1588 “Amacri”, sent. de 7-III-2001). Y es justamente la presencia de esa actividad administrativa referida al sujeto pasivo la que diferencia a la tasa de las restantes especies de tributos (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 312:1575).

Complementando tal conceptualización, cabe distinguir entre aquellas tasas que se cobran para solventar los servicios uti universi y los uti singuli. En los primeros –que son aquellos que se brindan a toda la población-, resulta suficiente que el servicio se encuentre organizado y se preste –potencial o efectivamente- para que sea exigible el pago de la contraprestación (cfr. doct. S.C.B.A. causa I. 1270, “Blanco”, sent. del 18-IV-1989; I. 1286, “Papelera Juan V. F. Serra S.A.C.I.F.”, sent. del 18-VI-1991; B. 51.937, “Nobleza Piccardo”, sent. del 28-XI-1995; B. 56.454 “Pecom Energía S.A.”, sent de 17-XII-2003). Tal sería el caso de la tasa de alumbrado público donde todos los habitantes del municipio reciben el servicio siendo imposible brindarlo a quienes lo requieran y no hacerlo respecto de quien no se encuentre interesado.

A diferencia de ello, los servicios uti singuli serían los que resultan individualizables y prestados a los sujetos en razón de su requerimiento. Tal sería el caso de la Tasa de actuación administrativa que debe abonar todo aquel que voluntariamente inicie un trámite o gestión ante el ente público. En este caso la voluntad del sujeto en recibir la prestación es condición sine qua non para el cobro de la tasa.

2. En tal contexto, he de acoger –por otros fundamentos- el agravio de la Comuna en cuanto afirma que entre la Tasa de Disposición Final de Residuos [arts. 154/159 de la Ordenanza N° 2156/08] y la Tasa de Generadores de Residuos [arts. 183 y ssgtes. de la Ordenanza N° 2156/08], no se configura un supuesto de “doble imposición” tributaria.

Es que, para que pudiera predicarse la existencia de una doble imposición en materia de tasas retributivas de servicios, se requiere la configuración de una triple identidad entre sujeto activo, sujeto pasivo y hecho imponible [que en el caso es la circunstancia que origina la prestación del servicio municipal]. Y en la especie, a poco que se examinan las relaciones tributarias identificadas por el a quo como superpuestas, se vislumbra la inexistencia del pretendido vicio.

Tal cotejo permite inferir sin hesitación que las Tasas encuentran su quicio en la prestación de servicios diversos como resultan ser –de un lado- la disposición final de residuos- y -del otro- la recolección de residuos, aunque fuera para un universo determinado de contribuyentes (comercios, industrias, entre otros). 

Desde tal mirador entonces -y más allá del acierto o no de la decisión de la autoridad municipal de organizar diversos servicios desdoblando las prestaciones vinculadas a la recolección y a la disposición final de los residuos, que no es dado a la jueces revisar (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 325:3092; S.C.B.A. causa Ac. 62.752 “Obra Social para Empleados de Comercio y Actividades Civiles”, sent. de 1-IV-2004)-, cabe dar razón al Municipio apelante en cuanto postula la ausencia de una superposición lesiva de derechos y garantías constitucionales entre las Tasas de Disposición Final de Residuos y de Generadores de Residuos.

Aquí es donde yerra la magistrada de grado desde que se aparta del razonamiento seguido cuando descartó la doble imposición entre la Tasa de Servicios Urbanos (alumbrado, barrido y limpieza) y la de Disposición Final de Residuos, argumentación que resultaba también predicable a la hora del examen de la cuestión aquí debatida.

Para más, en este segmento también cabría formular las observaciones que en torno a la falta de legitimación activa serían predicables respecto de los actores, de conformidad con lo que expondré infra (ver punto 3.b.).

3.a. Sentado lo anterior, no descuido que en el escrito de demanda los actores –aunque con técnica imprecisa- también postularon una doble imposición entre la Tasa de Servicios Urbanos (alumbrado, barrido y limpieza) y la de Generadores de Residuos (cfr. fs. 23, segundo párrafo), cuestión que levantó la magistrada de grado a fs. 167 [ver punto 2.c)], mas luego no abordó. Esta omisión fue señalada en el escrito de apelación de la contraria a fs. 241 vta.

Tal vez la ausencia de tratamiento pudo deberse a que la magistrada de grado invalidó la Tasa de Generadores de Residuos, al entender que mediaba doble imposición con la Tasa de Disposición Final. Empero, teniendo en cuenta que dicha invalidación quedaría sin efecto a tenor de lo expuesto en el Punto 2 de este voto, ello obliga –por apelación adhesiva (cfr. arg. esta Cámara causa G-259-BB1 “Nidera”, sent. del 29-V-2009)- a tratar la problemática de la doble imposición entre la Tasa de Servicios Urbanos y la de Generadores de Residuos.

En tal faena, a distinta conclusión arribo –empero- cuando el examen de la tacha de doble imposición se efectúa cotejando la “Tasa de Generadores de Residuos” con la “Tasa de Servicios Urbanos”.

A tenor de la norma examinada –creadora de las gabelas- y contrastando el servicio o contenido de la actividad estatal que genera la obligación de pagar las tasas en estudio [de “Servicios Urbanos” y de “Generadores de Residuos”], se observa que ambas procuran legitimarse en una idéntica prestación: la recolección de residuos por parte de la Comuna.

Y si bien resulta cierto que el servicio estatal luce en una de las gabelas [Tasa de Servicios Urbanos] organizado para satisfacer directa o potencialmente la recolección de “residuos domiciliarios” y en la restante [Tasa de Generadores de Residuos] a la recolección de “residuos comerciales e industriales”, tal diferenciación no alcanza per se para justificar la pretensión tributaria municipal como si se refiriera a la prestación de dos servicios públicos diversos.

Así, la unicidad de la prestación estatal [esto es, la organización y prestación de un servicio de recolección indiferenciada de residuos] resulta justamente el elemento que patentiza la superposición tributaria.

La precedente conclusión de ningún modo desconoce la posibilidad de que la Comuna pueda crear un tributo específico para el gran generador de desechos por fuera de la tasa general aplicable a cualquier otro vecino. Empero, si tal es la intención del legislador local, debe en todo caso organizar un servicio diverso que puntual y específicamente se direccione a los restos o desperdicios comerciales e industriales, circunstancia que no se ha acreditado en la especie para sortear el cuestionamiento que formulan los amparistas.

Tampoco podría desconocerse la facultad municipal de establecer una única tasa que contemple un tratamiento diferenciado o segmentado teniendo en cuenta el plus de generación de desechos por parte de algún sector de la comunidad, en tanto tal distinción no se fundara en criterios discriminatorios o desigualitarios respecto de quienes se encontraran en idénticas situaciones (cfr. doct. S.C.B.A. causa I. 2038 “ESSO S.A.P.A.”, sent. de 17-X-2001; I. 1.498 “Montellano S.A., sent. de 21-V-2002; B. 53.340 “Hogar RodolFo Furke”, sent. de 24-VIII-2005).

Sin embargo advierto que esa supuesta demasía en la generación de residuos en que incurrirían los locales comerciales e industriales y que justificaría –tal lo que afirma el Municipio accionado en la oportunidad de expresar agravios- la creación de la Tasa de Generadores de Residuos, no surge como una fundamentación o razón siquiera ponderada por el órgano deliberativo municipal en la oportunidad de plasmar en el Título XI de la Ordenanza N° 2156/08 la tasa en cuestión, circunstancia que en definitiva exterioriza la deficiente técnica normativa que porta el Código Tributario [en idéntico sentido el informe pericial obrante en el Anexo documental “Cuaderno parte actora”], y que contraría los lineamientos que, fijados por el máximo Tribunal Federal, reclaman la necesidad de una legislación clara, precisa y metódica de los gravámenes (argto. doct. C.S.J.N. Fallos 327:1050; 330:3994; 331:2646).

Para más, lo que queda patentizado en esta causa es el hecho que, con tasas diversas [Servicios Urbanos y Generadores de Residuos] se retribuye sino un idéntico servicio prestado indiferenciadamente.
Con todo, aunque el Municipio accionado bien pudo organizar un servicio dirigido específicamente a la recolección de residuos comerciales e industriales [y en ese caso reclamar la Tasa retributiva por tal prestación] o –a su criterio- establecer coeficientes de cálculo que permitieran exigir una mayor tributación respecto de aquellos generadores [dado esa pretendida mayor cuantía en la generación de residuos que válidamente puede ser presupuesta (cfr. doctr. C.S.J.N. in re H.442.XXXVIII, “Hermitage S.A. c. Poder Ejecutivo Nacional – Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s. Proceso de conocimiento”, sent. de 15-06-2010)-, no adoptó ninguna de esos caminos. Optó, en cambio, por violentar el régimen jurídico del instituto de la “tasa”, al establecer distintas gabelas como contraprestación de un único e indiferenciado servicio de recolección de residuos. Así, en el marco de la Ordenanza N° 2156/08 se arriba al absurdo de imponer [cuando coincidieran sobre el contribuyente las condiciones de “propietario de un inmueble, usufructuario o poseedor a título de dueño” (v. art. 104 y 112 de la Ord. N° 2156/08) y la de “titular de una habilitación comercial” sobre ese mismo inmueble (v. arts. 183 y 186 de la Ord. N° 2156)] la obligación de pagar dos tasas diversas [“Servicios Urbanos” y “Generadores de Residuos”] para solventar idéntica prestación: la recolección indiferenciada de residuos.

b. Sin perjuicio de lo anterior y pese a que se desprende –desde el mirador constitucional- una censurable superposición entre las tasas de “Servicios Urbanos” y “Generadores de Residuos”, advierto que ninguno de los accionantes ha acreditado en autos la condición de sujeto pasivo de esta última gabela [Tasa de Generadores de Residuos] en los términos de los artículos 183 y 186 de la Ordenanza N° 2156, esto es “el carácter de titular de comercio, industria o demás actividad asimilable”.

En ese contexto, y siendo que el examen oficioso de la legitimación es un resorte que per se no cabe reputar vedado, en tanto el órgano jurisdiccional puede verificar semejante requisito de la pretensión y comprobar si el asunto llevado a su conocimiento evidencia o no un caso o controversia (cfr. doct. C.S.J.N. in re D. 628.XXXVI, "Defensor del Pueblo de la Nación", sent. de 21-08-2003;  in re "Colegio de Fonoaudiólogos de Entre Ríos c. E.N. s/Acción de amparo ", sent. de 26-08-2003; S.C.B.A. causa B. 59.713 “Bengoechea”, sent. de 10-III-2010 –del voto del Dr. Soria-), lo que constituye un componente esencial del proceso (cfr. doct. S.C.B.A causas B. 62.599, "Rusiani", sent. de 05-IV-2006; B. 64.817 “Marhetti”, sent. de 18-VI-2008 –ambas del voto del Dr. Soria-), no encuentro razones que justifiquen habilitar procesalmente a quienes no han invocado sino –al menos respecto de la Tasa de Generadores de Residuos- un mero interés por la legalidad, status jurídico insuficiente para tener por acreditado el interés concreto, inmediato y sustancial que se requiere para acudir a la jurisdicción (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 65.100 “Acción de Amparo c. Estado de la Provincia de Buenos Aires”, sent. de 10-X-2007).

II. Precisado lo anterior, resta examinar el cuestionamiento que la accionada proyecta respecto de las razones esgrimidas por el a quo para disponer la inaplicabilidad de la denominada Tasa de Seguridad.

El artículo 144 de la Ord. N° 2156/08, al tipificar el hecho imponible de la Tasa de Seguridad establece que serán “los servicios de funcionamiento y conservación del Sistema Municipal de Seguridad del Partido de Villa Gesell y/o la asistencia al sistema de seguridad provincial” los que darán origen a la gabela bajo examen.

Respecto de este precepto, el a quo afirmó –luego de ponderar las probanzas arrimadas al proceso- que como el servicio de policía comunal aún no se había puesto en marcha, la Administración se hallaba impedida de exigir su pago.

Habré de disentir con tal conclusión en tanto, el legislador municipal, al diseñar el presupuesto de hecho para hacer nacer la obligación de pago de la Tasa de Seguridad, tomó en cuenta la prestación a los particulares del servicio municipal de seguridad de Villa Gesell y/o la asistencia al servicio de seguridad provincial.

Este punto resulta de vital trascendencia al momento de patentizar el desacierto en que ha incurrido la sentenciante de grado. Si bien puede aseverarse que la Policía de Seguridad Comunal [cuya creación, organización e implementación se hallan reguladas por la ley de unificación de las Policías de la Provincia de Buenos Aires N° 13.482 a la que expresamente ha adherido la comuna accionada mediante Ordenanza N° 1950/08] aún no se ha puesto en funciones en Villa Gesell, advierto que tal circunstancia carece de entidad como para tener por no configurado u organizado y efectivamente prestado el servicio cuya retribución persigue la tasa en cuestión.

Es que, a poco que se examinan las constancias probatorias arrimadas al proceso se observa que el servicio de seguridad municipal al que se refiere la Ordenanza N° 2156/08 no solamente difiere de la Policía de Seguridad Comunal [creado como una especie de la Policía de Seguridad provincial y a financiarse mediante la específica asignación de recursos prevista en el artículo 80 y ccdtes. de la ley 13.482], sino que efectivamente ha sido organizado y puesto en funcionamiento por la Municipalidad accionada.

Así, de las probanzas arrimadas al proceso, se desprende que: (i) dentro de la estructura orgánico funcional de la Comuna se halla incardinada una Dirección de Seguridad [v. Anexo IV prueba documental]; (ii) se ha designado una vasta nómina de personal para cumplir tareas en la mentada Dirección [v. fs. 230/234]; (iii) se ha implementado un sistema de vigilancia urbana mediante instalación de videocámaras [v. Anexo de prueba parte demandada y constancias obrantes a fs. 207/211]; (iv) que los actos administrativos agregados permiten inferir la existencia de partidas de gastos específicamente imputados al servicio de seguridad ciudadana (v. fs. 207); (v) se han incorporado mediante el sistema de “leasing” financiero mobiliario, vehículos destinados a la Dirección de Seguridad [v. fs. 201/206].

Desde tal plataforma no se evidencia –a diferencia de lo indicado por el a quo- la inexistencia del requisito fundamental exigido constantemente por la doctrina del Máximo Tribunal Federal, como resulta ser que al cobro de la tasa debe corresponder siempre la concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio referido a algo no menos individualizado [bien o actividad) del contribuyente (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 234:663; 236:22; 251:222; 259:413; 325:1370; 329:792; 331:1942; 332:1503).

Así, demostrado el yerro en que incurriera la magistrada de grado, también aquí correponde propiciar la revocación del pronunciamiento.

III. Por las fundamentos aquí vertidos, y con el alcance indicado, doy mi voto también por la afirmativa.

A la misma cuestión planteada la señora Juez doctora Sardo dijo:

Adhiero a lo expuesto en los apartados II (puntos 1 y 2) y III (segundo párrafo) del voto del distinguido colega ponente doctor Mora, y luego del debate suscitado en el Acuerdo, habiendo cedido mi lugar en la votación al doctor Riccitelli, adhiero exclusivamente a lo expuesto en el apartado I [punto 1 y punto 2 en su primero a quinto párrafos] y en el apartado II de su voto, por considerar los argumentos referidos suficientes para la decisión del recurso.

Con el alcance indicado, voto a la segunda cuestión planteada por la afirmativa.
A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Mora dijo:

I.1. En el escrito recursivo de fs. 240/242 las apelantes (Cristina Perilli de Morán, Julieta Raichman y Lidia Haydee Hornos) se agravian de que el fallo de la instancia considere como requisito de procedencia del planteo de confiscatoriedad la acreditación concluyente de que se ha afectado su renta en un porcentaje mayor al 33% fijado como tope impuesto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Manifiestan que el a quo pasa por alto que dentro del limitado marco cognoscitivo del amparo resulta errado pretender que cada amparista aporte sus declaraciones juradas de bienes o estados contables, con la posibilidad de que sean impugnados y deba sometérselos a la auditoría de un perito contable.

Refieren –además- que la demandada no ha instado una prueba tan dificultosa como es la de determinar el valor de los inmuebles, la que tampoco arrojaría luz sobre la cuestión, agregando que lo verdaderamente concluyente se induce del mero cotejo de los aumentos registrados con relación a la Ordenanza del año 2006, los que resultan claramente avasallantes.

En cuanto a la Tasa de Salud, cuestionan que la magistrada de la instancia haya manifestado que el tema excede su competencia, derivando su resolución a la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, pues no están determinados en la Ordenanza ni el alcance ni el destino de los fondos que se recauden por una tasa que resulta improcedente si se tiene en cuenta que, en virtud del sistema de Coparticipación Federal, el Municipio percibe de la Provincia varios puntos más, debido a la complejidad del Hospital de Villa Gesell y a la cantidad de camas allí existentes.

Se agravian de que la jueza de grado no haya considerado ni analizado lo relativo a la Tasa de Cementerio cuando, de haberlo hecho, hubiese declarado ilegítima su aplicabilidad por la inexistencia de hecho imponible.

Resaltan que la sentenciante de grado ha omitido apreciar la existencia de una “triplicación” –más que una doble imposición- en lo concerniente a la tasa de Generación de Residuos Urbanos, en tanto –si bien la ha declarado ilegítima- no ha ponderado que las tasas de Alumbrado Barrido y Limpieza y la tasa por Disposición de Residuos urbanos contemplan los mismos hechos imponibles, no debiéndose cobrar esta última.

Por último, cuestionan que el fallo en crisis no contemple que la Tasa del Agua establece un monto que supera holgadamente el máximo autorizado por la Provincia de Buenos Aires en lo que concierne al concepto de agua corriente.

2. Al contestar el traslado conferido, el Municipio manifiesta que el memorial de agravios no porta una crítica concreta y razonada del fallo apelado.

Pone de resalto la deficiencia de fundamentación del escrito recursivo, en tanto solamente hace meras referencias a los fundamentos del amparo, no atacando correctamente la sentencia de la instancia, por lo pide se declare su deserción.

II. El recurso no merece estima.

1. Como modo de garantizar la adecuada comprensión y conocimiento de las cuestiones sometidas a la decisión de esta Alzada por las accionantes Cristina Perilli de Morán, Julieta Raichman y Lidia Haydee Hornos, estimo apropiado sintetizar brevemente sus críticas contra el pronunciamiento apelado, las que se apontocan en los siguientes argumentos: i) resulta innecesaria la producción de prueba alguna tendiente a demostrar la confiscatoriedad alegada por su parte, en tanto basta con cotejar los aumentos que registra la Ordenanza N° 2156/08 con relación a la del año 2006; ii) es insostenible que la juez a quo haya manifestado que el tema excede su competencia, cuando no están determinados en la norma cuestionada ni el alcance ni el destino de los fondos que se recauden por la Tasa de Salud, máxime cuando el Municipio percibe de la Provincia “varios puntos más” en el sistema de Coparticipación Federal; iii) si se hubiese considerado y analizado la Tasa de Cementerio se hubiese declarado ilegítima su aplicación, derivada de la inexistencia de hecho imponible; iv) la sentenciante de grado ha omitido considerar que la Tasa de Generación de Servicios Urbanos –declarada ilegítima-, la Tasa de Alumbrado, Barrido y Limpieza (ABL) y la Tasa por disposición de residuos contemplan los mismos hechos imponibles, no debiendo cobrarse ésta última; v) el fallo en crisis no contempla que la Tasa del Agua establece un monto que supera holgadamente al máximo autorizado por la Provincia de Buenos Aires.

2. Tal como ha quedado planteada la cuestión, corresponde, en primer término, determinar si concurren en el sub examine probanzas sólidas y suficientes que permitan tener por acreditada la confiscatoriedad que se endilga como emergente de la Ordenanza N° 2156/08, a partir de los aumentos establecidos en el valor de los tributos, ello por cuanto la juez de la instancia consideró no probado en la especie el modo en que el tributo absorbe desproporcionadamente la renta, el valor del inmueble o no guarda relación con el servicio prestado, situación que motivara a las recurrentes a alzarse contra tal tesitura.

Liminarmente, he de resaltar que el planteo de la parte actora ha sido perpetrado en el marco de una acción de amparo por lo que su recibo estará condicionado a que la repugnancia constitucional de la norma atacada se exhiba de un modo manifiesto, palmario, ostensible, flagrante y notorio. Y que junto a ello, no debe olvidarse –tal como se expusiera al tratar la segunda cuestión planteada- que la declaración de inconstitucionalidad de la norma constituye la más delicada de las funciones susceptible de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad institucional que se erige como la última ratio del orden jurídico, y que sólo podrá proceder cuando la incompatibilidad de la norma con la cláusula fundamental de que se trate resulte a todas luces inconciliable (cfr. doct. esta Alzada causa A-1816-MP0 “Club Gap Mar del Plata S.R.L.”, sent. del 27-V-2010)

A tenor de los lineamientos trazados, anticiparé mi posición adversa a la pretensión que empuñan las recurrentes, en tanto sólo se limitan a denunciar que la modificación introducida por la Ordenanza N° 2156/08 al Código Tributario Municipal, que dispuso aumentos en diversas Tasas (en particular, las de Alumbrado, limpieza y conservación de la vía pública, Cementerio, Disposición final de residuos, Desinfección, entre otras, v. fs. 8/12), que oscilan entre un doscientos (200%) y un quinientos por ciento (500%) (v. fs. 240 vta.), les provoca una lesión del derecho de propiedad, legalidad, igualdad y razonabilidad.

Tales modificaciones en la normativa tributaria no trasuntan la gravedad y trascendencia económica que pretenden atribuirle las amparistas a punto de poder reputárselas lesivas del derecho constitucional de propiedad, igualdad y de no confiscatoriedad, desde que del cotejo de las distintas liquidaciones adunadas por las reclamantes (v. Anexo I, especialmente la documentación acompañada por la Sra. Julieta Flora Raichman), no se observan variaciones cuantitativas del monto de las gabelas que, de algún modo, puedan configurar un real y patente despojo del patrimonio.

Así, tomando a modo de ejemplo las variaciones de la titular de la cuenta N° 05146006, surge que tributaba con anterioridad a las modificaciones establecidas por la Ordenanza N° 2156/08 los siguientes conceptos: Alumbrado $ 3,13; Limpieza $ 6,88; Conservación de la vía pública $ 3,13; Tasa de Bomberos $ 0,33; Tasa de Cementerio $ 0,75; Agua corriente $ 11,25 y, a partir de la mentada modificación tributaria el cuadro quedó estipulado de la siguiente manera: Alumbrado $ 11,12; Limpieza $ 29,02; Conservación de la vía pública $ 13,06; Tasa de Bomberos $ 1,33; Tasa de Cementerio $ 3,00; Agua corriente $ 21,00; agregándose conceptos nuevos de Tasa de Seguridad $ 5,25; Tasa de Salud $ 4,38 y Tasa de disposición final de residuos $ 4,38, todo lo que permite inferir, al menos en el limitado marco cognoscitivo de este proceso, que ninguna –o en su caso mínima- podría resultar la repercusión de los aumentos respecto del valor que pudiera asignársele a los inmuebles de las actoras o, en su caso, en sus patrimonios.

Obsérvese que las impugnaciones que –como en la especie- se basen en la cuantía del tributo sólo son susceptibles de acogimiento a condición de que sea demostrado que el gravamen deviene prohibitivo, confiscatorio o lesivo del derecho de propiedad (cfr. argto. doct. S.C.B.A. B. 56.707 “Carba S.A.”, sent. del 23-IV-2008 y esta Alzada causa A-1208-DO0 “Cisi”, sent. del 30-IV-2009), y ninguno de los datos objetivos del expediente permiten arribar a tal conclusión. Por ello, siendo que las actoras sólo se limitan a aludir al supuesto exceso o desproporción del aumento establecido por el nuevo Código Tributario Municipal, omitiendo apuntalar su planteo con suficiente acreditación –no obstante que, como en reiteradas ocasiones ha precisado el Cimero Tribunal local, la carga probatoria recae sobre los impugnantes (causas I. 1.297 “Czarnecki”, sent. del 08-V-1990; I. 1.516 “Aguas Minerales S.A.”, sent. del 27-VI-1995; I. 1.517 “Lactona S.A.”, sent. del 27-VI-1995)-, entonces, la patencia requerida para justificar la presente vía constitucional no se exterioriza.

Menos aún podría sortearse aquel valladar formal mediante la denuncia de afectación a la garantía de igualdad ante la ley que consagra el artículo 11 de la Constitución local. Es que dicha igualdad no supone, al menos necesariamente, una igualdad aritmética o absoluta, aquella que supondría una imposición matemáticamente igual en su quantum para cada uno de los habitantes, sino la igualdad de tratamiento frente a la igualdad de situaciones o circunstancias (cfr. doct. S.C.B.A. causas I. 1.487 “Microómnibus Quilmes S.A.C.I.F.”, sent. del 14-VI-1994; I. 2.038 “ESSO S.A.P.A.”, sent. del 17-X-2001; B. 64.866 “Chaves”, sent. del 15-VIII-2007), por lo que determinar que la violación constitucional a la igualdad denunciada tendría lugar en la especie, supondría un examen de las distintas realidades y capacidades económicas de los accionantes para luego descifrar si la norma cuestionada traza distingos inconstitucionales. Tal examen escapa a la mera patencia antes señalada, demandando una actividad probatoria que largamente excede la permitida en este proceso (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 63.788 “Llusa”, sent. del 21-V-2003; B. 64.981 “Bilicich”, sent. del 23-II-2005; esta Alzada causa A-1208-DO0 “Cisi”, citada).

Bajo tal marco, y siendo que la inconstitucionalidad tiene que resultar de manera visible, manifiesta; es decir, en forma clara, patente, indudable, inequívoca, notoria, ostensible, para de tal modo no desvirtuar el carril del amparo y a su vez no transformarlo en el vademécum que solucione todos los problemas, subsumiendo las vías procesales en sólo una, cuando la constitución y las leyes marcan distintos derroteros (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 59.168 “Riusech”, sent. del 16-II-1999; B. 57.465 “Pedraja”, sent. del 29-VIII-2001; B. 62.257 “Herrera”, sent. del 03-X-2001; B. 64.413 “Club Estudiantes de La Plata”, sent. del 04-IX-2002; B. 64.866 “Chaves”, sent. del 15-VIII-2007; B. 65.861 “Círculo Jubilados y Pensionados del Banco de la Provincia de Buenos Aires”, sent. del 10-X-2007), no cabe sino desestimar el agravio articulado.

3. Puntualizado lo anterior, he de resaltar que tampoco pueden tener acogida los restantes agravios blandidos por las recurrentes, ello en tanto los pocos argumentos introducidos en su pieza recursiva, encaminados a cuestionar la falta de consideración y análisis en el fallo de grado de lo planteado en el escrito liminar respecto de las Tasas de Salud, Cementerio y Agua Corriente, constituyen meras aseveraciones genéricas y superficiales que no logran conmover lo resuelto –en tal aspecto- por la magistrada de la instancia.

Repárese que, al tratar lo propuesto por las amparistas respecto de la Tasa de Salud, la juez a quo sostuvo que, mas allá de que la cuestión de la Coparticipación Provincial excede su competencia, el Concejo Deliberante no incurrió en un exceso en sus funciones, en tanto la tasa cuestionada se encuentra prevista en la Ley Orgánica de las Municipalidades y –además- el Hospital es Municipal.

Así, no resulta posible sostener que se ha omitido el examen de la cuestión expuesta cuando en el fallo apelado se ha dado respuesta, aunque brevemente, a los planteamientos formulados en el escrito inicial, apareciendo la argumentación de las recurrentes como una mera discrepancia con lo resuelto –más allá de su acierto o desacierto- que lejos está de satisfacer las exigencias impuestas por el art. 260 del C.P.C.C., al no constituir la crítica concreta y razonada de los argumentos del pronunciamiento que se intentan desvirtuar.

Tampoco pueden pretender las accionantes descalificar la sentencia de la instancia con sustento en la falta de tratamiento de lo atinente a las Tasas de Cementerio y Agua Corriente, toda vez que una detenida lectura de su presentación de inicio permite evidenciar que la alusión a ambas tasas aparece incluida en el contexto del planteo de confiscatoriedad de la Ordenanza N° 2156/08 (v. fs. 8/12), lo que –conforme se expusiera supra (punto 2)- ha recibido un adecuado y concreto examen por parte de la sentenciante de grado (cfr. fs. 169/170), al igual que lo concerniente a la doble imposición entre la Tasa de Alumbrado Barrido y Limpieza y la Tasa por disposición de residuos (v. fs. 170 vta./172).

Por lo expuesto habré de propiciar, entonces, la desestimación del agravio blandido.
III. Si lo expuesto es compartido, propondré al Acuerdo rechazar el recurso de apelación deducido por las actoras Cristina Perilli de Morán, Julieta Raichman y Lidia Haydee Hornos a fs. 240/242 y confirmar la sentencia de grado en lo que fue materia de agravio.

Las costas de esta alzada deberían imponerse a las apelantes vencidas (art. 25 de la ley 13.928).

Voto la tercera cuestión planteada por la negativa.

La señora Juez doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Mora, vota a la tercera cuestión planteada por la negativa.

A la tercera cuestión planteada el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

Habré de adherir al voto del señor Juez doctor Mora con las salvedades efectuadas en el apartado I, punto 3 de mi voto a la segunda cuestión.

Con tal alcance, voto también por la negativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Declarar la inadmisibilidad formal del recurso de apelación traído a esta instancia por los Sres. Omar Anselmo Perilli y Yanina Alegre (fs. 240/242) contra la sentencia de fs. 166/173.

2. Hacer lugar parcialmente el recurso de apelación deducido por la parte demandada a fs. 236/239 y, en consecuencia, revocar –por mayoría de fundamentos- la sentencia de grado en cuanto dispuso la no aplicación de la Tasa por Generación de Residuos Urbanos (art. 183 y ss.) y de la Tasa de Seguridad (art. 142 y ss.). Las costas de esta alzada se imponen en el orden causado por no mediar contradicción (argto. arts. 5 y 19, ley 13.528 y 68, 2da. parte del C.P.C.C.).

3. Rechazar el recurso de apelación deducido por las actoras Cristina Perilli de Morán, Julieta Raichman y Lidia Haydee Hornos a fs. 240/242, confirmando la sentencia de grado en lo que fue materia de agravio. Las costas de alzada a las apelantes vencidas (art. 25 de la ley 13.928).

4. Diferir el cálculo de los emolumentos por los trabajos de alzada para el momento procesal oportuno (art. 31 del Dec. ley 8.904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría Fdo: Dres. Roberto Daniel Mora – Adriana M. Sardo – Elio Horacio Riccitelli – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
